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REBAJA DE PENA POR REPARACIÓN INTEGRAL EN EL DELITO DE 

EXTORSIÓN.  DERECHO O BENEFICIO. 

 

RESUMEN 

 

Desde la promulgación de la ley 906 del 2004 Colombia adoptó un sistema penal de 

tendencia acusatoria en el cual se establecía una política criminal basada en la negociación y el 

otorgamiento de beneficios y derechos a los acusados, siempre y cuando cumplieran con 

determinadas condiciones; el presente artículo tiene como objeto analizar la aplicabilidad y 

alcance de los artículos, 26 de la ley 1121 de 2006 y 269 de la ley 599 de 2000, pues existe entre 

ellos contradicciones graves al momento de conceder los derechos mencionados con 

anterioridad en relación a la reducción de la pena en el delito de extorsión, cuando existe 

reparación integral por parte del sujeto activo de la conducta penal; la existencia de casos 

concretos ponen en evidencia la problemática jurídica existente a la que se enfrenta el procesado 

al momento de ser sentenciado con lo cual se están vulnerando gravemente los principios 

rectores de, igualdad, legalidad, restablecimiento del Derecho, economía procesal y 

proporcionalidad. 

Para lo cual se dividirá en tres ejes esta investigación en primer lugar un marco teórico 

referente a la normatividad relevante en el tema de investigación, junto con los 

pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional, en los que aún no 

se determina si dicho acontecer jurídico de la reducción de la pena en el delito de Extorsión, es 

un derecho o un beneficio. En segundo lugar está el dorarlo doctrinal sobre los principios y 

efectos de la problemática en cuestión y por último se tomara como muestra para la realización 



 
iii del análisis, el municipio de Mocoa Putumayo, comprendido así, la rama judicial, abogados 

litigantes, procurador judicial y muestra de la población carcelaria.  

 

Palabras Claves: Reparación Integral, Delito de Extorsión, derecho o beneficio, 

Principios Rectores, Inestabilidad Jurídica, Reducción de condena.  

 

 

ABSTRACT 

 

 Since the enactment of Law 906 of 2004 Colombia adopted a trend accusatory penal 

system in which a criminal policy based on the negotiation and the granting of benefits and 

rights of the accused are established, provided they comply with certain conditions; This article 

aims to analyze the applicability and scope of Article 26 of Law 1121 of 2006 and 269 of Act 

599 of 2000, as serious contradictions between them when granting the rights referred to above 

in relation to the reduction of sentence for the crime of extortion, when there is full 

compensation from the perpetrator of criminal conduct; the existence of specific cases highlight 

the existing legal problems to which the defendant when sentencing thus faces are severely 

violating the guiding principles, equality, law, reestablishment of law, judicial economy and 

proportionality. 

For which will be divided into three areas this research first a reference framework to the 

relevant regulations on the subject of research, with the pronouncements of the Supreme Court 

and the Constitutional Court, which is not yet determined if that legal events of the reduced 

sentence for the crime of extortion, is a right or a benefit. Second is golden brown on the 



 
iv doctrinal principles and purposes of the issue in question and finally taken as sample for 

conducting the analysis, the town of Mocoa Putumayo well understood, the judiciary, trial 

lawyers, and prosecutor and court shows of the prison population. 

  

Keywords: Reparation, extortion, right or benefit, Guiding Principles, legal instability, 

reduced sentence.  
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“Permitir una injusticia significa abrir el camino a todas las que siguen”. 

(Willy Brant) 

 

INTRODUCCIÓN 

Con el presente escrito - artículo de investigación cualitativa- se busca dar a conocer al 

lector, una problemática que se enmarca en grandes vacíos jurídicos que se presentan durante el 

proceso penal llevado en contra de personas que presuntamente cometieron el delito de 

extorción, debido a que al momento de realizar la reparación integral de las victimas hay 

incertidumbre sobre la aplicabilidad de la reducción de la pena pues ante la vigencia de la Ley 

1121 (Ley 1121, 2006) específicamente el artículo 26, que excluye y por ende prohíbe beneficios 

y subrogados para determinados delitos, entre ellos el delito de extorsión y conexos.  Con esta 

posición jurídica se ha dejado de lado la aplicación del artículo 269 de la Ley 599 del 2000 (Ley 

599, 2000), que hace relación a la rebaja de pena como reconocimiento a la reparación integral 

que se hiciere en el delito de extorsión, delito incluido en el capítulo de los que atentan contra 

el bien jurídico tutelado del patrimonio económico. 

En este punto es donde se quebranta el principio de legalidad de la norma, ya que se 

conlleva a una inestabilidad jurídica al constituirse con la primera norma, una prohibición de 

conceder la rebaja de pena en el delito de extorsión en el marco de la reparación integral, siendo 

éste un delito que atenta contra el bien jurídico del patrimonio económico, razón por la cual se 

encuentra inmerso en la competencia que comprende a la segunda norma. Situación jurídica que 

conlleva a una violación de un derecho constitucional, enmarcado en la Ley. 
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Resultado entonces que para la aplicación de una u otra norma es necesario definir 

criterios respecto de que como se debe reconocer la rebaja de pena por este factor, si es un 

derecho o un beneficio.  

Es menester concederle al lector, el análisis del mencionado vacío jurídico que ha 

implicado una serie de fallos judiciales que han ido en contra del principio de favorabilidad 

partiendo del hecho que innumerables personas están condenas por el delito de extorsión, sin 

haberles reconocido la rebaja de pena por reparación, pese al último pronunciamiento 

jurisprudencial de la Honorable Corte Constitucional en sentencia del seis (06) de junio de 2012 

(Sentencia Rad. 35767, 2012), sentencia que unificó criterios que permiten motivar de algún 

modo el vacío jurídico que resulta de la aplicabilidad de las normas suscitadas.  

Se ha realizado un minucioso análisis de los artículos 26 de la Ley 1121 del 2006 (Ley 

1121, 2006),  269 de la ley 599 del 2000 (Ley 599, 2000), y los diferentes pronunciamientos 

jurisprudenciales, con el fin de encontrar una interpretación lógica a su aplicación, sin embargo 

se concluye que pese al pronunciamiento de la Corte con su sentencia unificadora, se siguen 

dando fallos en diferentes sentidos, con situaciones iguales, cuando el actor ha reparado a la 

víctima.   

Colombia es un estado social de derecho que se enmarca en el ejercicio del tres poderes 

públicos: El poder ejecutivo, el poder judicial y el poder legislativo, cada uno de ellos con 

características determinísticas heterogéneas, pero con una misma norma rectora que es llamada 

popularmente “La norma de normas” — La constitución — punto álgido en la pirámide 

Kelseniana como lo manifestó la misma doctrina (Martínez-Villalba, 2013), y fundamento 

jurídico-social del país; En muchas ocasiones esta norma se ve vulnerada por un mal uso de la 

hermenéutica jurídica que obedece más a discrepancias de los poderes públicos que a la misma 

esencia de la norma, en el entendido que Colombia como política de estado, si es un estado 
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social de derecho, pero como política de gobierno, varía según la corriente política a la que 

pertenece el gobernante, lo que conlleva a que el ejercicio de los poderes públicos se quebrante 

y produzca una inestabilidad jurídica. 

Evidentemente son innumerables los ejemplos que se podrían aportar para precisar el 

presente problema, pero en materia de estudio las contradicciones jurídicas que se engloban en 

el marco del delito de extorsión con relación al proceso de reparación integral, resultan muy 

evidentes partiendo del hecho que existen normas emitidas por el poder legislativo, con el 

Código Penal  y el Código de Procedimiento Penal,  y por el poder judicial con jurisprudencia 

emitida por las Honorables Cortes, Constitucional y Suprema de Justicia, que van en 

contradicción, y que resulta imperante a la hora de activar el aparato jurisdiccional, dictaminar 

el delito y  tazar las penas, funciones que están en cabeza de los diferentes jueces de la república. 

Principalmente realizo este trabajo, porque estoy segura que se hace imperativo el 

conocimiento de lo mencionado, puesto que en palabras muy generales, pero aplicables a lo 

especifico, sin Ley no hay normatividad, y sin normatividad no hay orden; Orden vital y 

fundamental para el sostenimiento de nuestra sociedad.  
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METODOLOGÍA 

El método que se utilizó para el desarrollo de este artículo fue el inductivo a través de la 

investigación normativa, a partir del análisis de las normas aplicadas a casos concretos, 

principios de legalidad economía procesal y restablecimiento del derecho, e interpretación de 

los diferentes pronunciamientos jurisprudenciales sobre la aplicación de la ley 1121 del 2006 

(Ley 1121, 2006)  y ley 599 del 2000 (Ley 599, 2000), en delitos de rebelión, para demostrar la 

hipótesis planteada, de que existe un problema jurídico que aún no se ha resuelto.  

Se utilizó como datos de campo entrevistas a personas1 que se encuentran  privadas de la 

libertad por el delito de extorsión, que han sido objeto de sentencias donde a unas se les 

reconoció el derecho a una rebaja de pena por reparar a las víctimas y a otras no. De igual manera 

se entrevistó a algunos jueces del circuito que operan en Mocoa, tomándolos como muestra, 

quienes dieron su opinión respecto de la aplicación en estos casos, de la ley 1121 del 2006 (Ley 

1121, 2006) o ley 599 del 2000 (Ley 599, 2000). Y para complementar se entrevistó a unos 

profesionales del derecho, quienes han ejercido como abogados defensores en casos de 

Rebelión, quienes opinan de igual manera al respecto.  

                                                 

 
1 Nota. Las personas mencionadas respecto a las entrevistas han dado su plena autorización para la publicación de 

las mismas dentro del presente trabajo, autorizaciones debidamente diligenciadas y adjuntas al presente artículo. 
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FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

El problema de esta investigación radica en las inconsistencias presentes al momento en 

el que el operador de la justicia profiere sentencia en los de delitos de Extorción cuando en 

dichos procesos existe la reparación integral de la víctima dado que se puede efectuar una 

reducción de la pena, sin embargo por el dilema de si dicha reducción es un Derecho o Beneficio, 

no se pude identificar con claridad cuál debe ser la normatividad a aplicar pues se encuentra 

ante dos posibilidades una a la prohibición consagrada en el Art. 26 de la ley 1121 del 2006 

(Ley 1121, 2006), o la otra seria la configuración de un derecho del acusado a que se le reduzca 

la pena conforme lo consagra el Art. 269 de la ley 599 del 2000 (Ley 599, 2000), desconociendo 

la existencia de una línea jurisprudencial ya establecida por las dos Cortes. 

Esta complejidad de decisión, por parte del juzgador, ha traído quebrantamiento de 

derechos  y  principios importantísimos como el de legalidad, de igualdad, economía procesal y 

descongestión de Despachos Judiciales.  
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OBJETIVO GENERAL| 

Poner en evidencia que durante mucho tiempo vienen las dos cortes (Suprema de Justicia 

y Constitucional),  pronunciándose respecto a este problema, cada vez que se hace necesario 

decidir una casación o una acción de revisión, sin que con ello se lo resuelva. Demostrar que no 

se ha seguido una línea jurisprudencial, pese a que es evidente existe, trayendo como 

consecuencia el quebrantamiento de diferentes principios. Actualmente en Mocoa, Putumayo, 

existen fallos diversos en investigaciones por el delito de extorsión, unos con aplicación de la 

Ley 1121 del 2006 (Ley 1121, 2006), o con la Lay 599 del 2000 (Ley 599, 2000), cuando hay 

reparación integral. 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

Analizar el alcance del Art. 26 de la Ley 1121 del 2006 (Ley 1121, 2006), del Art. 269 de 

la Ley 599 del 2000 (Ley 599, 2000) Y diferentes pronunciamientos jurisprudenciales. 

Establecer  diferentes criterios jurídicos tanto de jueces como abogados defensores frente a este 

problema jurídico, por medio de la realización de las entrevistas pertinentes. 

Analizar y sustentar el impacto que ha tenido la aplicación de las normas y sentencias en 

comento, frente al quebrantamiento de los derechos fundamentales como el de legalidad, 

igualdad,  restablecimiento del derecho, economía procesal, entre otros, tanto en el procesado 

como en la victima, también. 

Consolidar la correspondiente line jurisprudencial tanto de los precedentes de la corte 

suprema de justicia y la corte constitucional en matrería de reducción de la pena en los delitos 

de extorción por reparación integral de las víctimas.  
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NOCIONES PRELIMINARES  

Como se mencionó con anterioridad en el planteamiento del problema, los términos de 

derecho y beneficio tienen un papel fundamental dentro de esta investigación, razón por la cual 

se hace necesario –en beneficio del lector- presentar la conceptualización jurídica de dichos 

términos con la finalidad de otorgar los lineamentos base para el desarrollo del presente artículo, 

de la siguiente manera: 

Derecho: La palabra Derecho proviene del término latino directum, que significa: i) lo que 

está conforme a la regla, ii) seguir el sendero señalado por la ley, o iii) no apartarse del buen 

camino (Valadez, 2015, p.1). En términos generales consiste en la facultad de hacer o exigir 

todo aquello que la Ley o la autoridad establece (Real Academia, 2014)2, En un sentido técnico 

su naturaleza es impositiva, en otras palabras es de carácter obligatorio y por lo tanto es 

vinculante al momento de tomar una decisión al respecto, al igual que es obtenido tanto de la 

Ley, como de una situación de hecho (Silva, 2013, p. 270). 

Adicionalmente para la doctrina esta definición debe ser nutrida por cada una de las 

características que componen el término en mención, una de ellas es la bilateralidad (un 

individuo exige el cumplimiento de una norma), Es imperativo ya que impone un deber de 

conducta (como pagar impuestos) y atributivo por lo mencionado anteriormente respecto a la 

facultad para exigir el cumplimiento del imperativo. Otras características del derecho son su 

heteronomia (es autárquico; por más que el sujeto no esté de acuerdo con el contenido de la 

norma, debe respetarla), alteridad (las normas jurídicas siempre refieren a la relación de un 

sujeto con otros) y coercibilidad (permite el legítimo uso de la fuerza estatal cuando un 

                                                 

 
2 dentro de esa perspectiva el derecho tambien pude ser considerado como “Beneficio es un bien o ganancia que 

se recibe o se obtiene de una inversión realizada.” (WordReference, 2005 ) 
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ciudadano no cumple con sus exigencias)3. La palabra Beneficio, viene del latín beneficium, un 

beneficio es un bien que se hace o recibe El término también se utiliza como sinónimo de 

utilidad o ventaja. (Rae, 2014). 

Bien podría decirse que son sinónimos entre sí las nociones presentadas anteriormente en 

función de la favorabilidad o lo efectos positivos que tienen para sus titulares estos términos 

acotados, sin embargo, por el contenido teórico de los mismos son diferentes, dado que el 

concepto de Derecho trae inmerso toda una serie de elementos que determinan su complejidad, 

tales como: que los efectos positivos o la favorabilidad mencionada son atribuibles por el 

mandato mismo de la ley o en términos más generales del ordenamiento jurídico 

correspondiente, en otras palabras todo ello es otorgado por que el mismo legislativo lo 

determina. Dentro del contexto del tema que trata este escrito cuando la norma dice que el 

cumplimiento de la reparación a la víctima por parte del acusado se deberá rebajar la pena como 

consecuencia de ello; por consiguiente su cumplimiento por derecho propio es obligatorio, sin 

poder admitir ninguna otra interpretación. Ahora bien, la palabra Beneficio, igualmente conlleva 

una ganancia a favor, carece del ingrediente principal de la coercitividad pues dicho beneficio 

dentro de esta investigación es un potencial derecho.  

De la misma jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia se puede evidenciar 

pronunciamientos sobre lo hasta aquí debatido, encontrando en primer lugar una postura radical 

sobre el derecho de los presos una vez realizada la reparación, donde señalaba que la pena del 

delito de extorsión no era susceptible de reducirse conforme lo estipula el artículo 269 del 

Código Penal (Ley 599, 2000), por cuanto este descuento estaba prohibido por el mencionado 

artículo 26 de la Ley 1121 de 2006 respecto de los delitos de terrorismo, financiación de 

                                                 

 
3 para mayor información http//: definición.de  

http://definicion.de/bienes/
http://definicion.de/utilidad/
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terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos cometidos en su vigencia, sin importar el 

sistema procesal que rigiera la actuación, pues tanto imperaba para la Ley 600 de 2000 como 

para la 906 de 2004. Desde entonces se venía considerando que, como quiera que el artículo 11 

de la Ley 733 de 2002 fue reiterado por el legislador, “por razones de política criminal”4, resulta 

inaplicable la reducción contenida en el artículo 269 del Código Penal (Ley 599, 2000),  a los 

delitos de extorsión. 

Pero esta posición fue modificada recientemente, razón por la cual la Corte a partir de ese 

momento, señaló que la reducción de pena prevista en el artículo 269 del Código Penal (Ley 

599, 2000), es aplicable a quienes siendo procesados por extorsión, repararon los perjuicios en 

los términos previstos en la citada disposición. A través de sus múltiples pronunciamientos 

jurisprudenciales como sentencias  T- 49479 del 2010, T-37339 del 2012, T- 31063 del 2009, 

31531 del 2009, 35767 del 2012, entre otras. Como hilo conductor de todas ellas se acogió como 

Derecho dicha reducción, transformándose de un beneficio a un derecho adquirido a los 

acusados una vez cumplieran con dicha reparación, excluyéndola de este modo como beneficio, 

con lo cual no se podía aplicar artículo 26 de la Ley 1121 de 2006, pues, con ese cambio no se 

configuraban los elementos normativos de dicha disposición.  

                                                 

 
4 La cuestión de cómo debe tratarse a las personas que atentan contra las reglas básicas de la convivencia social y 

con ello lesionan o ponen en peligro al individuo o a la comunidad constituye el objeto principal de la Política 

Criminal. La Política Criminal adopta una singular posición intermedia entre ciencia y configuración social, entre 

teoría y práctica. Por un lado, se basa como ciencia en el conocimiento objetivo del delito en sus formas de aparición 

jurídicas y empíricas; por otro lado, pretende, como clase de política, llevar a cabo ideas o intereses concretos. 

Como teoría, intenta desarrollar una estrategia decidida de lucha contra el delito; pero como también ocurre por to 

demás en la política, la realización práctica depende a menudo más de las realidades preexistentes que de la 

concepción ideológica. Probablemente esta posición ambigua de la Política Criminal permita explicar el que todas 

sus tesis sean extremadamente discutidas y que la orientación dominante cambie con bastante frecuencia. La 

historia se mueve, si se puede decir así, más deprisa en el ámbito de la política criminal que en el campo de la 

dogmática jurídica. (Borja, 2003, p. 120) 
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De igual manera la Corte Constitucional, a través de sus sentencias C-073 del 2010, C-

335 del 2010, C-738 del 2008, T-865 del 2006,  073 del 2010, C-757 del 2014 y demás, ha 

demostrado el cambio en su apreciación respecto del tema centro de estudio. Si bien en un 

principio era reiterante en asumir la rebaja de pena como un beneficio, su posición ha ido 

cambiando a tal punto que ya ha manifestado su inconformismo ante tantas demandas, por fallos 

equivocados sin tener en cuenta una línea jurisprudencial ya existente. 

 

MARCO NORMATIVO 

Como se ha venido exponiendo a lo largo de todo este artículo el problema fundamental 

de esta investigación radica al momento de aplicar la reducción de la pena a los acusados que 

efectivamente hayan realizado la reparación de las víctimas, debido a que el operador de 

justiciase encuentra en el gran dilema de establecer cuál de las leyes ya mencionadas debe 

aplicar ya sea el artículo 26 de la ley 1121 del 2006 o la normativa penal -procesal y sustancia, 

de esta manera para continuar con este desarrollo es necesario exponer a continuación cada una 

de las normas inmiscuidas en la problemática sobre el derecho de los acusados en los delitos de 

extorción para poder ser objeto de reducción de la pena por la reparación eficaz de la víctima:   

Artículo 26 de la Ley 1121 del 2006 

Por ser el objeto central de este estudio se iniciara este acapice analizando el artículo 26 

de la ley 1121 del 2006, exponiendo en primer lugar su contenido, en el cual se dice que:  

(Exclusión de beneficios y subrogados.) Cuando se trate de delitos de terrorismo, 

financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las rebajas de 

pena por sentencia anticipada y confesión, ni se concederán subrogados penales o mecanismos 

sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión 

condicional de ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria 

como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o 
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administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento 

Penal, siempre que esta sea eficaz. -subrayado propio- (Ley, 1121 del 2006) 

De la lectura realizada a esta norma se evidencia la consagración estricta sobre la 

exclusión de beneficios y subrogados cuando se trate de delitos de terrorismo, financiación de 

terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos. Es de precisar que la norma es clara 

respecto a los beneficios que no se deben otorgar a las personas acusadas de los delitos en 

mención como son: 

1. Las rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión,  

2. Subrogados penales  

3. Mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad  

4. Condena de ejecución condicional  

5. Suspensión condicional de ejecución de la pena,  

6. Libertad condicional.  

7. La prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión,  

Por lo cual las personas que comentan el delito de extorsión — bajo esa perspectiva —, 

no podrán acceder a los beneficios ya enumerados. Sin embargo, en el ímpetu de esta norma se 

da una excepción en la cual se proscribe que: salvo los beneficios por colaboración consagrados 

en el Código de Procedimiento Penal (Ley 906, 2004), siempre que esta sea eficaz (1121, 2006, 

art 26.), podrán ser aplicados sin las restricciones establecidas en ese mismo artículo; lo que 

implica el carácter subyacente de la norma, es decir el legislador obliga a los administradores 

de justicia a no conceder ningún tipo de beneficio que no se encuentre enmarcado en lo previsto 

por dicha normatividad. 

Es así como en este postulado enfrenta el primer problema jurídico, que niega toda 

posibilidad de obtener alguna prebenda si se repara a la víctima, dado que se incluyó el delito 
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de la Extorsión en éste grupo, desconociendo que por pertenecer al grupo de los delitos contra 

el patrimonio económico a los que se le es aplicable otras disipaciones, vulnerando por 

consiguiente el principio de legalidad de manera flagrante. 

Artículo 269 de la Ley 599 del 2000 

El artículo 269 del Código Penal (Ley 599, 2000), expone que:  

El juez disminuirá las penas señaladas en los capítulos anteriores de la mitad a las tres 

cuartas partes, si antes de dictarse sentencia de primera o única instancia, el responsable 

restituyere el objeto material del delito o su valor, e indemnizare los perjuicios ocasionados al 

ofendido o perjudicado (599, 2000, art. 269) 

Es en esta disposición donde se señala que el juez debe rebajar la pena en la sentencia, 

cuando se indemnizare los perjuicios ocasionados al ofendido o perjudicado, refiriéndose a 

delitos entre los cuales está el de extorsión, entre otros delitos, del título VII, — DELITOS 

CONTRA EL PATRIMONIO ECONÓMICO —; norma de la misma relevancia jurídica a la 

anteriormente suscitada.  

La norma citada contempla otras situaciones que deben darse, como la restitución del 

objeto material del delito, su valor o la indemnización a la víctima, circunstancias que al fin y 

al cabo conducen a una reparación integral, con todo lo que ello implica. — Daño emergente, 

lucro cesante5 y daños y perjuicios morales 6—. El contenido de esta norma es bastante claro al 

preceptuar que por la condición de reparar integralmente a la víctima es inmutable que se 

corresponda con una reducción de la pena al acusado de los delitos que se tipifican como 

agresores al patrimonio económico, con todo ello es de total incomprensión que tipo de 

                                                 

 
5 Se estará ante la presencia de un daño emergente cuando el evento dañino sustraiga del patrimonio de la víctima 

entidades o cosas que ella ya tenía, mientras que se estará en presencia de un lucro cesante cuando tal evento dañino 

impida gozar a la víctima de nuevos elementos o nuevas utilidades que habría podido adquirir (Cortes, 2007, p. 

311) 
6 el cual daño moral es cualquier perjuicio a la persona, que no puede ser considerado como patrimonial o materia 

(Mancipe, 2005, p. 72) 
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legitimad tuvo el legislativo para en contrariedad a esta norma proferir el artículo 26 de la ley 

1121 del 2006. 

Artículo 94 de la Ley 599 del 2000 

Es menester conocer también lo que plantea el artículo 94 de la Ley 599 del 2000, en el 

cual: La conducta punible7 origina obligación de reparar los daños materiales y morales 

causados con ocasión de aquella (599, 2000, art. 94) en otras palabras la conducta punible 

produce la obligación de reparar el daño causado por el delito. Este legado plasma el principio 

de responsabilidad que debe tener toda persona en el ejercicio de sus actos, que significa 

responder, económica, moral, y socialmente, por cualquier conducta lesiva que se cometa 

afectando gravemente a un bien jurídico tutelado. Lo que ha hecho el legislador es simplemente 

reglar este valor. Entonces, si es un mandamiento legal, porque excluirlo. Vuelvo entonces a 

preguntarme, porque el legislador tampoco se detuvo en este Artículo,  el cual fundamenta el 

art. 269, la ley 599 de 2000 (Ley 599, 2000). 

 

MARCO JURISPRUDENCIAL 

Corte Suprema de Justicia. Sentencia de Casación 30800 del 1 de Julio de 2009, M.P. 

Dr. José Leónidas Bustos Martínez. 

La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, casa parcialmente la sentencia 

impugnada para excluir la rebaja de pena por reparación integral aplicada por el tribunal en esa 

instancia, precisa que el Art. 26 de la Ley 1121 de 2006, recoge el texto del Art. 11 de la Ley 733 

de 2002, excluyendo el secuestro simple e incluyendo el de financiación del terrorismo Quedó por 

tanto proscrito el otorgamiento de cualquier beneficio o subrogado de carácter legal, judicial o 

                                                 

 
7 El concepto de conducta como presupuesto del delito y de ella se exige el cumplimiento de tres elementos o 

categorías: tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, como condiciones previas a la imposición de la pena (Sánchez-

Zapata, 2012, p. 14) 
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administrativo por delitos de terrorismo, extorsión o conexos, diferentes de los consagrados en el 

Código para eventos de colaboración eficaz (Corte Suprema de Justicia, 2009, 30800). 

Para la Corte, en esta sentencia los casos previstos dentro de la vigencia de la Ley 1121 

del 2006 (Ley 1121, 2006), deben investigarse y juzgarse de manera taxativa, dentro de este 

marco legal, tan así, que se resolvió excluir la rebaja de pena por reparación integral por el 

Tribunal en esa Instancia; he aquí una apreciación de tal situación como un beneficio.  

 

Corte Suprema de Justicia Tutela de Primera Instancia No. 52190. Sala de Casación 

penal. Sala Segunda de Decisión de Tutelas. 27 de enero del 2011, M.P. Dr. Jorge Luis 

Quintero Milanes. 

Se  pronuncia la Corte respecto de la vulneración de los derechos fundamentales, por parte 

de un Juzgado con funciones de conocimiento y del Tribunal Superior. Si bien fue negada por 

resultar improcedente, dado que debió agotarse los medios de impugnación instituidos en los 

códigos de procedimiento, no obstante manifiesta: 

Las prohibiciones previstas en la ley 733 del 2000 fueron reincorporadas por el artículo 26 

de la ley 1121 del 2006 y por tanto, resulta improcedente el reconocimiento de la rebaja punitiva 

por reparación integral en tratándose de los delitos de terrorismo y conexos (Corte Suprema de 

Justicia, 2011, 52190)  

Este pronunciamiento al igual que la anterior sentencia comparte el criterio de que el al 

delito de Extorsión lo cobija la prohibición del artículo 26 de la Ley 1121 del 2006, toda vez 

que es una prohibición expresa de la Ley vigente. 
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Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta. Sala Penal de Decisión 31 de Mayo 

del 2012. Radicado  54-001-60-00727-2010-00047-01. 

Se pronuncia respecto de la apelación impetrada por la defensa, quien manifiesta su 

inconformidad con la decisión del juez de primera instancia, por el desconocimiento de la 

disminución de la pena que impuso al procesado que contempla el artículo 269 del C.P. por 

expresa prohibición del artículo 26 de la ley 1121 del 2006 (Ley 1121, 2006), considera que tal 

rebaja no es un beneficio sino un derecho y por tanto debe reconocerse. Si bien el fallo no fue 

favorable dado que confirmó la decisión de la primera instancia, por no cumplir totalmente con 

la reparación integral, hace un estudio profundo de lo que es la reparación integral como  

derecho, hace análisis de la teoría del delito, enfatizando que:  

Desde la teoría del delito se comprende que los subrogados y beneficios no hacen parte del 

factor pena ni se constituyen en el elemento para dosimetría de la misma como máximo, mínimo 

ni reducción de aquella, esto es, no se integran al principio de legalidad de la pena, como en su 

diferencia si lo son las rebajas de que tratan los artículos 351, 352, 356 numeral 5 y 367 ibídem, 

de lo que se infiere que el artículo 32 de la ley 1142 del 2007 no afecto derechos de degradación 

punitiva consagrados en esas normas, como de manera equivocada lo interpretó el tribunal. Por lo 

anterior se insiste que conforme al principio de legalidad de la pena, no se torna posible confundir 

subrogados, beneficios y los aspectos que regulan la punibilidad pues estos últimos se constituyen 

en un derecho al punto dado que inciden en el quantum a imponer y afectan los topes de 

prescripción (Tribunal Superior del distrito de Cúcuta, 31, mayo, 2012) 

El Tribunal es claro al advertir  que los subrogados y beneficios, no hacen parte del factor 

pena, puesto que así viene constituido desde tiempo atrás, más sin embargo, los fallos proferidos 

tras la vigencia de la Ley 1121 de 2006, han desconocido este postulado.  
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Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Revisión 37339. Del 5 de 

Septiembre de 2012. M.P. Dr. Luis Guillermo Salazar Otero 

El Juez aplicó la rebaja del Art. 269 del C.P. equivalente a la mitad, en consideración a 

que el acusado resarció los perjuicios causados con la conducta delictiva, así se constató en 

escrito que allegó la víctima. Sin embargo el Tribunal Superior, en segunda instancia confirmo 

el fallo, pero no aplico la reducción de pena que había reconocido el a quo, al estimar que estaba 

prohibida expresamente en la ley para el delito de extorsión, basándose en precedente emanado 

de ésta Corporación. La Corte declara fundada la causal de revisión y reconoce la rebaja de pena 

que alude el Art. 269 del C. P. en favor del procesado. La corte ha manifestado que procede la 

revisión por cuanto ya había existido un cambio de criterio jurídico mediante pronunciamiento 

judicial, que la posición de aplicar la prohibición plasmada en el Art. 26 de la Ley 1121 del 

2006, fue modificada recientemente por la  Corte, indicando que respecto del Art. 269 del C. P:  

Es aplicable a quienes siendo procesados por extorsión, repararon los perjuicios  en los 

términos previstos en la citada disposición, sin que tal situación afecte los extremos punitivos, ya 

que la disminución se realiza una vez individualizada la pena, y sin efectos en el término 

prescriptivo de la acción penal (Corte Suprema de Justicia, 2012, 37339)  

 

Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Casación No. 39719. Del 27 de 

Febrero de 2013. M.P. Dr. Gustavo Enrique Malo Fernández. 

El impugnante argumenta la revisión, entre otros conceptos, porque se dejó de lado lo 

estipulado en el artículo 269 de la Ley 599 del 2000 (Ley 599, 2000), pese a que en audiencia 

de Formulación de acusación el fiscal presentó un escrito suscrito por la víctima en el cual dice  

ella haber sido reparada. Argumenta que se violó el principio de legalidad de la pena, por omitir 

aplicar la norma antes referenciada. En este caso en concreto, la sala admitió la demanda de 
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casación por considerar que se debe precisar la jurisprudencia de la Sala en lo referido a éste 

tema.  

 

C.S.J. Sala Penal, Sentencia 35767. M.P. Dr. José Leónidas Bustos. (Jun. 6 de 2012 - 

Sentencia Unificadora). 

La Corte se pronunció en fecha 6 de Junio del 2012, respecto a la aplicación de una u otra 

de las normas en estudio, cuando se da la reparación integral a las víctimas en el delito de 

Extorsión: durante varios años, la Corte aseguró que las prohibiciones de la Ley 1121 operaban 

independientemente del sistema procesal que rigiera la actuación. Pero en fallo del 6 de junio 

de 2012, adoptó la postura contraria. (Revista Ámbito Jurídico. Junio, 2012). La Corte hace ya 

un reconocimiento de la rebaja de pena por reparación integral como un derecho.  Establece una 

nueva hermenéutica.  

 

SP 713-2015, Radicación N° 41468,  Magistrada ponente MARÍA DEL ROSARIO 

GONZÁLEZ MUÑOZ, Febrero cuatro (4) de dos mil quince (2015). 

En esta sentencia la Corte reitera lo dicho en la Sentencia 35767, afianzada su posición, 

ya en otros pronunciamientos como en CSJ SP, 14 nov. 2012, rad. 35987; CSJ SP, 19 jul. 2013, 

rad. 39719 y CSJ SP, 29 jul. 2013, rad. 39201, admitiendo la procedencia del beneficio punitivo 

para quien repara a las víctimas cuando se trata del punible de extorsión, a pesar de la 

prohibición legislativa. En efecto, indicó la Corte, tras referir a los precedentes 

jurisprudenciales, que el desconocimiento de la aludida rebaja de pena vulnera el principio de 

proporcionalidad y atenta contra los derechos de las víctimas, por lo que concluyó: Así pues, la 

Sala, en lo sucesivo, modifica en tal sentido la interpretación sobre el artículo 26 de la Ley 1121 

de 2006. Su nueva hermenéutica se contrae a que se concede la reducción de pena prevista en 



 
18 

el artículo 269 del Código Penal (Ley 599, 2000) a quienes siendo procesados por extorsión, 

repararon los perjuicios en los términos previstos por el artículo 269 del Código Penal (Ley 599, 

2000); sin que tal situación afecte los extremos punitivos, ya que la disminución se realiza una 

vez individualizada la pena, y sin efectos en el término prescriptivo de la acción penal. 

De estos extractos jurisprudenciales se demuestra cómo ha evolucionado por parte de las 

altas cortes la percepción que se tenía sobre la problemática legislativa entre el artículo 26 de la 

ley 1121 del 2006 y el articulo 269 del Código Penal, comenzando por una posición radical 

donde no se permitía y quedaba claro la prodición de otorgar beneficios en los delitos 

consagrados en la reforma del año 2006 -art 26 ley 1121 de ese año-, sin embargo a partir del 

año 2012 en materia de extorción un nuevo precedente se formó al establecer que la reducción 

de la pena por la reparación integral de las víctimas no se constituía como beneficio propio del 

artículo 26 de la ley 1121 del 2006, sino que se configuraba como un derecho adquirido por los 

acusados al cumplir con un mandato legal que les otorga dicha favorabilidad al momento de la 

condena. 

Consolidación del Precedente Jurisprudencial  

Podríamos decir que ya existe una línea jurisprudencial respecto a la conceptualización de 

Derecho o Beneficio en cuanto a la aplicación de la rebaja de pena en el delito de Extorsión, 

cuando se ha realizado la reparación integral del daño causado, antes de proferir sentencia. 

Como ejemplos tenemos todos los pronunciamientos jurisprudenciales ya mencionados, además 

de la Sentencia SP-16497, 2014 , donde la Corte Suprema de Justicia reiteró la procedencia de 

la rebaja de pena prevista en el artículo 269 del Código Penal (Ley 599, 2000)  cuando hay 

reparación integral a la víctima de los delitos de extorsión y conexos, a pesar de la prohibición 

expresa del artículo 26 de la Ley 1121 del 2006. Según indicó, los principios y propósitos de la 

justicia premial se deben favorecer, a pesar de la prohibición de subrogados penales que impone 

https://correo.legis.com.co/owa/redir.aspx?C=yN5xXPO7EUiLce3PEYgjMzX2krTH3tEIUvmtcUGXNOD2joVxWvNtwNjZp-Yh_ijkrnPNtnoeII8.&URL=http%3a%2f%2flegal.legis.com.co%2fdocument.legis%3fdocumento%3dlegcol%26contexto%3dlegcol_7599204229a9f034e0430a010151f034%26vista%3dGRP-PC%26q%3dley%25201121%25202006%26fnpipelines%3dDOC_HIGHLIGHTER
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el artículo 26 de la Ley 1121 del 2006 en este tipo de delitos.  La Sala Penal recordó que fue esa 

la posición jurisprudencial asumida desde la Sentencia 33254 del 2013 y que, incluso, la 

Sentencia 35767 del 2012 ya advertía que los casos de reparación a la víctima no podían ser 

incluidos en la prohibición de subrogados penales.  

Por lo tanto, este beneficio puede aplicarse a quienes siendo procesados por extorsión, 

repararon los perjuicios en los términos del artículo 269 del Código Penal (Ley 599, 2000), sin 

que tal situación afecte los extremos punitivos, ya que la disminución se realiza una vez 

individualizada la pena, y sin efectos en el término prescriptivo de la acción penal. La Corte 

recordó que la rebaja de pena por la reparación integral de los perjuicios exige: que ocurra antes 

de que se dicte sentencia de primera o única instancia; la restitución del objeto material del 

delito, cuando sea posible, o, en su defecto, la cancelación de su valor, y que sea integral, lo cual 

incluye la obligación de indemnizar los perjuicios causados. Sin embargo, advirtió que esta 

última exigencia se rige por los principios y las normas del derecho privado, de modo que se 

tendrá por cumplida si obra acuerdo entre la víctima y el victimario.  

Si es así, ese arreglo es vinculante para el juzgador y, en caso opuesto, el monto de la 

indemnización deberá establecerse a través de los diferentes medios probatorios obrantes en la 

actuación. La Sentencia SP-713 de febrero 4 del 2015, de la corte Suprema de Justicia,  establece 

que la rebaja o disminución punitiva por reparación del artículo 269 del Código Penal (Ley 599, 

2000), no es atenuante de responsabilidad, no se fundamenta en lo que se denomina como 

justicia premial o como un reconocimiento por agilizar procesos, sino que se tiene como 

aliciente para hacer cesar los efectos nocivos del comportamiento delictivo (Corte Suprema de 

Justicia, 2015, SP-713). En este sentido la Corte Constitucional también se ha manifestado al 

respecto, Sentencia C-095 de 2007.  
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Teniendo en cuenta que con anterioridad  en sentencia de casación de 1º de julio de 2009, 

en el proceso con radicación Nº 30.800, con ponencia del magistrado José Leonidas Bustos 

Martínez, la Corte reitera su postura, al respecto dijo: Para entonces, se hallaba vigente el 

artículo 26 de la Ley 1121 de 2006, que prohíbe el otorgamiento de cualquier beneficio o 

subrogado de carácter legal, judicial o administrativo a los procesados por delitos de terrorismo, 

financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos.  

No obstante existir esta prohibición legal, el Tribunal, al conocer del recurso de apelación 

interpuesto por la defensa contra la sentencia de primer grado, le otorgó al procesado el beneficio 

de rebaja de pena por reparación integral, con total desconocimiento de la norma (Corte Suprema 

de Justicia, 2009, 30800). 

 

DISCRECIONALIDAD DE LOS JUECES 

En este sentido es importante acotar lo dicho por la Corte Constitucional, la cual en 

materia de la aplicación de los beneficios o derechos que pueden otorgar los administradores de 

justicia, ha manifestado que:   

El legislador goza de un amplio margen de configuración normativa al momento de diseñar 

el proceso penal, y por ende, de conceder o negar determinados beneficios o subrogados penales. 

Lo anterior por cuanto no existen criterios objetivos que le permitan al juez constitucional 

determinar qué comportamiento delictual merece un tratamiento punitivo, o incluso penitenciario, 

más severo que otro, decisión que, en un Estado Social y Democrático de Derecho, pertenece al 

legislador quien, atendiendo a consideraciones ético-políticas y de oportunidad, determinará las 

penas a imponer y la manera de ejecutarlas.  

En efecto, el legislador puede establecer, merced a un amplio margen de configuración, 

sobre cuáles delitos permite qué tipo de beneficios penales y sobre cuáles no. Dentro de esos 

criterios, los más importantes son: (i) el análisis de la gravedad del delito y (ii) la naturaleza propia 

del diseño de las políticas criminales, cuyo sentido incluye razones políticas de las cuales no puede 

apropiarse el juez constitucional. 

No obstante, sin pretender desconocer lo dicho, es evidente que el operador judicial no 

puede quedarse en la mera lectura literal de la norma, sino que le corresponde verificar su ámbito 
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específico de aplicación. Para ello, no hay mejor herramienta hermenéutica que establecer cuál 

fue el espíritu del legislador al regular el asunto. 

La facultad discrecional de que gozan los jueces no puede, en ningún momento, utilizada 

para menoscabar derechos y garantías procesales de los encartados. Mas al contrario demanda 

juiciosidad en su aplicación, deberán entonces, realizar una sana interpretación y acogerse a la 

línea jurisprudencial existente (Corte Constitucional, 2010, C 073). 

 

VIOLACIÓN A PRINCIPIOS Y DERECHOS FUNDAMENTALES 

Como consecuencia de los vacíos legales que se han expuesto a lo largo de esta 

investigación, junto con la poca aplicación de los precedentes jurisprudenciales de las altas 

cortes al momento de otorga la reducción de la pena a personas acusadas del delito de extorción 

por la reparación integral a las víctimas en función del artículo 269 del Código Penal,  han 

generado un sin número de violaciones a derechos y principios de carácter fundamental para las 

personas que se encuentran inmiscuidas en el proceso penal como agentes pasivos sometidos a 

el ius puniendi8 del Estado: 

 

Principio de Igualdad Art. 13 - Constitución Nacional (1990). 

Es un principio jurídico que se deriva del reconocimiento a la persona como criatura 

dotada de cualidades esenciales, comunes a todo género humano, que las hacen libres e iguales 

ante la ley, por lo tanto recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozaran de los 

mimos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación el Estado deberá 

promover las condiciones para que esa igualdad sea real y efectiva. (Constitución Política, art. 

                                                 

 
8 El derecho de castigar del Estado o ius puniendi, como doctrinalmente se le conoce, es la facultad que se le ha 

otorgado al Estado para imponer una pena o una medida de seguridad, ha adquirido rango constitucional y se 

integra por un sistema de principios, denominados limitativos al derecho de castigar, mediante los cuales se logra 

introducir una “barrera”, ante posibles arbitrariedades. (Medina, 2007, p.88) 
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13) A través de lo manifestado por esta corporación podemos evidenciar una tipología pretoriana 

del principio de igualdad, donde la Corte ha determinado que la protección jurídica de los 

intereses de las personas atiende a dos criterios principales. Uno de ellos es el principio general 

de igualdad de la Constitución Política (art. 13), según el cual en nuestro ordenamiento imperan, 

para su plena satisfacción, tres obligaciones claras: la primera, de trato igual frente a la ley, es 

el deber de aplicar por igual la protección general que brinda la ley (obligación para la autoridad 

que aplica la ley). La segunda, consistente en la igualdad de trato o igualdad en la ley, es que la 

ley debe procurar una protección igualitaria (obligación para el legislador). 

Para el caso en estudio, la aplicación de una u otra norma sin argumentación jurídica, viola 

el principio de igualdad por cuanto el autor de crímenes igual o más grave si pueden ser 

destinatarios de aquellas medidas, se establece un tratamiento discriminatorio e injustificado 

para quienes cometan las conductas fijadas en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006. Ahora 

bien, con lo relatado hasta el momento surge una inquietud respecto a la materialización efectiva 

por parte del estado de la promoción de las condiciones adecuadas para que la igualdad ante la 

ley en verdad se puedan evidenciar en la realidad, específicamente con las actuaciones del 

legislador; ante esta cuestión la respuesta es negativa según lo demuestra el desarrollo de esta 

investigación, dado que el vacío jurídico que se ha generado con la promulgación del artículo 

26 de la ley 1121 del 2006 y su contraposición con el ordenamiento procesal y sustancial ya 

establecido en materia penal, ha producido que existan condenados por el delito de extorción 

con multiplicidad de condenas aun teniendo unas mismas condiciones jurídicas  

 

Principio de Legalidad. Art. 29 - Constitución Nacional (1990) 

Es un principio que rige a todo Estado Social de Derecho, comprende las 

responsabilidades de los particulares y de las autoridades públicas, es el principio que ha 
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permitido controlar el ejercicio del poder político, llevándolo de la arbitrariedad al ejercicio de 

competencias regladas, de la imposición forzada a la aceptación razonada, de la actuación 

discrecional e ilimitada a la actuación normada y delimitada. Hace alusión al respeto que se 

debe tener a la Ley, invita al análisis de la norma, a la sabia interpretación, la cual debe ser 

razonada. 

Es por eso que no es de recibo que a la circunstancia de reparar a las víctimas en el delito 

de Extorsión, se le dé una interpretación al capricho del juzgador, cuando en unos casos se la 

toma como un derecho, y en otros como un beneficio, sin observancia de éste principio, 

perjudicando a personas. 

 

Principio de Restablecimiento del Derecho. Art. 22 - Código de Procedimiento Penal 

Colombiano. 

La Fiscalía General de la Nación y Los jueces deben tomar las medidas necesarias para 

detener los efectos producidos por el delito y que las cosas vuelvan al estado anterior, de modo 

que se restablezcan los derechos quebrantados, independientemente de la responsabilidad penal. 

Es un derecho que tienen las victimas a ser reparadas. Que pasa entonces cuando el infractor 

ante la expectativa de que le reconozcan o no una rebaja de pena por haber reparado a la víctima, 

o más aun cuando se vislumbra la inclinación del juzgador  a una posición de no reconocer dicho 

derecho, decide no reparar por que igual seria su situación?. La respuesta es que quien resulta, 

al postre perjudicada, es la víctima, a quien no se le restableció su derecho quebrantado. 

El momento en que se hace la reparación. No referido necesariamente a las fases del 

proceso, sino a su demora o prontitud en el tiempo considerando el perjuicio de la víctima; pues, 

por lo general, no será lo mismo el pago inmediatamente sucedidos los hechos que el realizado 

varios meses o años después. No es lo mismo un pago total y efectivo en un solo acto, que el 
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pago realizado por abonos periódicos donde además se incumplen las fechas. En todo caso, 

recuérdese que el pago, para que opere la rebaja de pena, deberá ser total antes de la sentencia 

de primera o La discrecionalidad judicial es razonada y no puede confundirse con arbitrariedad, 

pues el juez en el Estado de derecho debe dar clara cuenta argumentada, razonada y motivada 

de sus decisiones cuando afectan derechos fundamentales. 

 

Principio de favorabilidad 

La corte constitucional como máximo tribunal para la protección de derechos 

fundamentales, además de salvaguarda la constitución ha desarrollado un amplio contenido del 

principio de favorabilidad como pilar fundamental del derecho penal bajo la premisa de que 

recientemente en la sentencia T-091 de 2006, se efectuó un juicioso análisis sobre las razones 

que soportan la utilización de normas más favorables para el sindicado en situaciones de hecho 

ocurridas en vigencia del sistema anterior, en donde se destacan las siguientes reglas:  

El principio de favorabilidad como parte integrante del cuerpo dogmático de la 

Constitución, conserva pleno vigor y aplicabilidad respecto de la Ley 906 de 2004, no obstante las 

normas de vigencia que ella consagra, orientadas a reafirmar el principio general de 

irretroactividad de la ley penal, el cual no es excluyente sino complementario de la 

favorabilidad; (ii) el principio de favorabilidad conserva su vigor en todo el territorio nacional, no 

obstante el método progresivo elegido para la implantación gradual del nuevo sistema; (iii) el 

principio de favorabilidad rige también situaciones de coexistencia de regímenes legales distintos, 

siempre que concurran los presupuestos materiales del principio de favorabilidad, lo que implica 

que no pueda ser aplicado frente a instituciones estructurales y características del nuevo sistema y 

como tales sin referente en el anterior; (iv) la aplicación del principio de favorabilidad reclama un 

estudio particularizado de cada caso a fin de determinar el impacto de las normas en conflicto 

sobre la situación del procesado. (Corte Constitucional, 2006, T-091) 
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Economía Procesal. Art. 37 Código de Procedimiento Civil Colombiano 

Es uno de los pilares fundamentales de todo proceso judicial, a su vez es uno de los 

principios afectados con este problema jurídico, porque genera de manera mayor la congestión 

de los despachos judiciales, no debe desconocerse que en el desarrollo del procedimiento se 

buscara obtener siempre el máximo beneficio, con el menor desgaste del órgano jurisdiccional. 

 

Como ya se dijo anteriormente, una reparación integral ates de la sentencia, con 

aceptación de cargos, implicaría la terminación anticipada del proceso.  

 

DESARROLLO TEÓRICO 

Para demostrar que dichos pronunciamientos jurisprudenciales han ocasionado fallos 

diversos, se observó que en casos de personas condenadas por el delito de extorsión, a unas se 

les sentenció y no se les dio la oportunidad de reparar a sus víctimas, a otras se les condenó pese 

a que repararon a sus víctimas, pero no se les concedió el derecho a la rebaja de pena, de igual 

manera a otros si se les reconoció este derecho. Igualmente se consultó la opinión de diferentes 

jueces, abogados y fiscales respecto al tema; dejando sentado, que no hay unificación rente al 

asunto tratado. De la visita realizada a la Cárcel Judicial de Mocoa, se colige la existencia de 

casos en espera de una revisión implorando el principio de legalidad. 

Esta situación no solo contradice normas jurídicas, sino también principios fundamentales 

del derecho, que es más grave aún, porque las normas cambian pero los principios prevalecen, 

y este es el caso en el que se ven inmersos el principio de restablecimiento del derecho, principio 

de proporcionalidad, principio de responsabilidad,  principio de oportunidad, principio de 

igualdad, principio de legalidad, de economía procesal y principio de favorabilidad entre otros. 
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La legalidad o primacía de la ley es un principio fundamental conforme al cual todo 

ejercicio del poder público debería estar sometido a la voluntad de la ley y de su jurisdicción y 

no a la voluntad de las personas. Por esta razón se dice que el principio de legalidad restablece 

la seguridad jurídica. 

Como puede evidenciarse la legislación colombiana no se quedó corta al legislar al 

respecto, pues considero que si bien el sujeto activo de la conducta delictiva presenta 

arrepentimiento por su actuar y manifiesta su deseo de reparar a la víctima el daño causado, 

debe aceptársele tal disposición y por ende reconocérsele tal derecho.  

Sin embargo los infractores arrepentidos y con deseos de reparar a sus víctimas, 

específicamente los que han cometido el delito de extorsión, pese a tener claro la anterior 

normatividad enfrentan un quebrantamiento de sus derechos, provenientes de la misma 

legislación que los creo, pues, como lo manifestaron en las entrevistas, a pesar de hacer 

manifiesto su arrepentimiento, de haber indemnizado a la víctima, quien también ha manifestado 

su aceptación, no se les reconoce dicho esfuerzo y se les condena, por eso muchos optan por no 

reparar a sus víctimas, quebrantando el derecho de ellas a un Restablecimiento de Derechos, y 

más bien optan por una aceptación de cargos, que al final desembocaría en una economía 

procesal, no con los mismos beneficios pero a la postre con una economía procesal. 

De otra parte quedo demostrado que los operadores de la justicia, no están aplicando una 

línea jurisprudencial que ya existe, muchos por desconocimiento esta o por duda o seguridad en 

la facultad discrecional que por naturaleza tienen. La mayoría coinciden en que la reparación 

integral debe ser reconocida en el fallo definitivo, respecto de la pena impuesta, como un 

derecho, pero que para ello debe ser analizada si la misma es integral como lo establece la norma 

y que para ello participe también la víctima. 
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Se ha establecido hasta aquí la existencia de una normatividad en Colombia, que establece 

que todo daño causado por el delito debe repararse, que existe el derecho a una rebaja de pena 

cuando se da la reparación a la víctima, como también adversamente se tiene que existe 

prohibición de beneficios para ciertos delitos entre ellos la extorsión. Todo esto parecería una 

contradicción sin lógica de la misma legislación — Que en realidad es cierto —,  porque se ha 

creado un limbo jurídico que ha llevado a que se den diferentes pronunciamientos de los juristas 

en salas de casación, quienes han aplicado tanto el artículo 26 de la ley 1121 del 2006, como, el 

artículo 269 del código de Procedimiento Penal (Ley 906, 2004), de igual forma en otros casos, 

ocasionando fallos injustos por parte de los operadores de la justicia que dan diferentes 

interpretaciones a las jurisprudencias. 

Si bien en este momento se cuenta con una sentencia unificadora, esto no quiere decir que 

se ha solucionado el problema, porque no pueden desconocerse los atropellos que en tiempo 

anterior, se cometieron con la equivocada aplicación del Art. 26 de la Ley 1121 del 2006, en el 

delito de extorsión, basta ver el estado actual de los condenados, como devolverles el tiempo 

que estuvieron privados de la libertad, debido a que no obtuvieron una rebaja de pena, porque 

no les permitió indemnizar a las víctimas, sin dejar de lado a las mismas víctimas, a quienes se 

les negó el derecho a ser indemnizadas; o aquellos que repararon y no se les reconoció su 

derecho a una rebaja y están a la espera de una revisión de su caso.  
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CONCLUSIONES 

No existe un criterio único y verdadero acerca de cuál es la normatividad que corresponde 

aplicar en el delito de extorsión, cuando se ha dado la reparación integral a la víctima y se debe 

proferir sentencia. La decisión judicial si bien es una actividad discrecional del juez, no puede 

permitirse ser arbitraria e irracional. El acto de determinación de la pena es un acto jurisdiccional 

que aplica el Derecho Vigente, y por tanto, debe ser rigurosamente fundamentado sobre criterios 

racionales. Las dos cortes han venido durante mucho tiempo, pronunciándose respecto a este 

tema, y siguen haciéndolo frente a muchas demandas pese a sus decisiones reiterativas de que 

debe seguirse una línea jurisprudencial ya existente. La misma Corte Constitucional ha 

cambiado favorablemente la postura jurídica que sirvió para sustentar una sentencia 

condenatoria o la punibilidad.  

La aplicación o no aplicación del Art. 269 de la ley 599 del 2000, o del Art. 26 de la Ley 

1121 de 2006, han traído vulneración de los principios de economía procesal, legalidad, 

igualdad y descongestión judicial, ocasionado un desgaste inoficioso del aparto judicial, así 

queda demostrado con la precipitación de demandas ante las dos Cortes. Las personas 

condenadas, que en su momento fueron sujetos activos de la conducta, se convierten 

posteriormente en sujetos pasivos por la notable falta de seguridad jurídica al respecto, pues la 

actividad discrecional del juez así lo permite. Quedo en evidencia mediante las entrevistas 

tomadas a una muestra de intervinientes en los procesos penales, como abogados y jueces, que 

el concepto jurídico de lo que es DERECHO y BENEFICIO dentro del contexto del problema 

jurídico de la rebaja de pena por reparación integral en el delito de Extorsión, está muy lejos de 

ser único y definido, pues varia y goza de una versatilidad, según el Juez. 
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